
(I PROCEDIMIENTOS DE REF- 

/ CONSTITUCIONAL 1 

Las reformas c o n s t i M c s  aprobadpl pot PlabdrfAB 
brado e l  30 de julio de 1989 modificploLl un cipfnrfo ¿a b. 





314 

Sin embargo, de conformidad con la aprobado mediante el 
plebiscito de 30 de juiio de 1989, la tramitación presenta variaae 
nes en lo tocante a dos quórum que le otorgan mayor flexibilidad 
ai  procedimiento, según señalaremos a continuación: 

a) Frente a un rechazo total del proyecto por parte del Pre- 
sidente, las Cámaras podrán insistir por los dos tercios de los miem- 
bros en ejercicio, en vez de las tres cuartas partes. Es decir, se 
iguala el quórum para insistir frente a un rechazo total o parcial. 
Ante la insistencia, el Presidente tiene dos opciones: promulgar el 
proyecto o convocar a plebiscito; y b) las observaciones parciales 
hechas por el Presidente sobre un proyecto aprobado por el Con- 
greso se entienden aprobadas ya no por la mayoría absoluta sino 
que con el voto conforme de las tres quintas o dos terceras partes 
según sean materias que se han necesitado iniciar la tramitación 
con el quórum de aprobación de tres quintos o especial de dos ter- 
cios de los diputados y senadores en ejercicio. 

Sin duda, el procedimiento de reforma constitucional en los 
términos establecidos actualmente, resulta más flexible y racional to- 
da vez que se ha derogado la norma que establecía práctimanente 
la irreformalidad de determinadas materias (artículo 118) y la su- 
peditación d d  órgano legislativo al ejecutivo, reestableciéndose, en 
cierta forma, un mayor equilibrio entre las atribuciones del Presi- 
dente de la República y las facultades de las Cámaras legislativas. 

Finalmente, el artículo 119 establece las normas que regulan 
La convocatoria a plebisato y la intervención del Tribunal Califica- 
dor de Elecciones. 

En relación con la facultad del Presidente de la República 
para convocar a plebiscito, cabe señalar que ella procede en dos 

precisos: 
En primer lugar, si d Presidente rechaza mtelmente un 

ptoyecta aprohdo por ci Congreso y éste insistiere en su t o a -  
por los dos tercios de los miembros en ejercicio en cada Cá- 

mara, d Presidente debed promulgat el pmyecto o consultar a lo 
uudadnnín COflVOCBndO a píebiscíto. 

En q u m b  lugar, d el Presidente racbezare padahate wf 
parelcongrcsoylascdmarasinsistitrca PP 
los miembrvM CIL ~~, í&u&m&, éí rpócrb. 

! 

i 

dente deberá promulgar la parte objeto de La insistencia o 
car a plebiscito. En caso de que las Cámaras no aprueben 
semaciones del Presidente y tampoco reúnan el quórum de ids- 
tenaa, no habrá reforma constituaonal sobre los puntos en - 
panaa. 

En consecuencia, la consulta plebiscitaría se contempla C a n ü  

un mecanismo para resolver las controversias que se produzcan 
tre el Ejecutivo y el órgano legislativo, y, especialmente, corn un 
medio establecido en favor del Presidente de la República parit evl- 
tar allanarse directamente ante la insistencia de las Cámaras. C W ~  
samente, sin embargo, y a diferencia de la Constitución 
no se contempla la fadtad presidencial para convocar a 
cuando un proyecto de reforma presentado por Q sea rechnzado 
tahente por el Congreso. 

V. CONCLUSIONES. 

h e g o  de esta breve revisión de los pr-w ck 
ma constitucional establecidos en los ordenmientos 
chilenos de mayor vigencia, como son los de 1833 
el actual de 1980 que empezará a regir 
las disposiciones permanentes de la Cart 
de 1990, estamos en condiciones de formular algunas 

propio de la Constituaón de 1833, el consti 
a a  el extremo opuesto en 1925, adoptando un 
czLción, con trámites sendos y un quórum un poco 
que el exigido para la aprobación de la lep COmdtL 

Sin embargo, ambos proce!cümimta pmentau 
mún que es propio, por lo demás, de una tedenda 
r a t e  el siglo pasado cud cs la & mrbrryu fa 
órgauo legislativo frente el Eitcuti\ro, 

E!3 al, como & - 
solum o nchazo Éota dcl Praidentt de b I+@ 

Se observa claramente que del sistema ~ V ~ ~ I U U C  

I 

to de reforma aptabuk por lu 
to de 1833 d 
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rroso que rigidizaba el sistema, privilegiaba la opción de los repre 
sentantes en cuanto exponente de la voluntad nacional. Por su par- 
te, la Carta de 1925, al establecer el quórum de la mayoría & los 
diputados y senadores en ejercicio para aprobar un proyecto de re- 
forma posibilitaba que mediante acuerdos entre los partidos poííti- 
cos prevaleciera sin dificultad la opinión del Congreso sobre la del 
Presidente de la República. 

La Constitución de 1980, en cambio, recoge la tendencia 
constitucional contemporánea que vigoriza el Órgano Ejecutivo, d e  
tándolo, por ejemplo, de mayores facultades legislativas y amplian- 
do el ámbito de la potestad regiamentaria. Esta tendencia se obser- 
va asimismo con toda claridad en las normas regdadoras del pro- 
cedimiento de reforma constitucional. 

A este respecto, es evidente que la reciente reforma consti- 
tucional, aprobada por la Ley N” 18.825 de 17 de agosto de 1989, 
intentó restablecer cierto equilibrio entre los órganos del Estado 
al eliminar la posibilidad de veto absoluto del Presidente de la Re- 
pública para reformar ciertas materias y al exigir mayor quórum a 
las Cámaras para dar por aprobadas las observaciones que el Pre- 
sidente introduzca a un proyecto de reforma. 

. 

Sin embargo, todavía el Ejecutivo ostenta una clara preemi- 
nenaa frente al órgano legislativo por varias razones. En primer lu- 
gar, porque puede rechazar totalmente un proyecto de reforma apro- 
bado por el Congreso; en segundo lugar, porque los quórum d e  
aprobación de un proyecto en las Cámaras todavía son elevados to 
da vez que ocho capítulos del texto fundamental requieren de los tres 
quintos (60%) de los diputados y senadores en ejercicio y seis ca- 
pítulos precisan de los dos tercios (66%); a lo que, además, se agre- 
ga el quórum de insistencia de las Cámaras frente a las observacio- 
nes del Presidente que es también de dos tercios de los miembros 
en ejercicio de c 

Ahora bien, parece conveniente no desatender la experiencia 
histórica y los TcsuItados práctiax que derivan de la aplicaaón de 
nuestros preceptos fundamentales. Así, es preciso tener en conside- 
ración que el sistema de reforma contemplado en la Gnstituah Po- 

lítica de 1925 operó con fluidez y durante su vigencia de a i  
cuenta años se concretaron diez enmiendas 

Cabe recordar, asimismo, que ni la Carta de 1833 como tdm- 
poco la de 1925 admitieron la posibilidad de que el Presidente de 
la República rechazare totalmente un proyecto de reforma, admitíen- 
do sólo la posibilidad de que éste formulara observaciones que im- 
plicasen modificaciones o correcciones ai proyecto aprobado por ct 
Congreso, pero jamás un rechazo que significara un veto represivo to- 
tal. Hubo especial preocupación en la reforma constitucío~I de 1970 
que esta norma, que en texto primitivo de 1925, sdki lah que “el 
proyecto sólo podrá ser observado por el Presidente de k Reptíbk 
para proponer “modificaciones o correcciones.. .”, fuere moáifica- 
do en el sentido de indicar &rectamente la imposibilidad del rechazo 
absoluto. Así, el texto reformado de 1970 señaIó exprcssmente quc 
“el proyecto aprobado por el Congreso Pleno no podrá ser redui- 
zado totalmente por el Presidente dé la República. . .”. 
es mucho más procedente aún en la d Constitución si se ticae 
en consideración que el proyecto sujeto a las observacioens 
ciales habrá sido previamente aprobado por un quórum md 
que el exigido en los ordenamientas precedentes. 

Si atendemos al Derecho Comparado latinoamericano podmMd 
constatar que numerosas Cartas Políticas siguen esta tendenaa. Por 
ejemplo, la Constitución venezolana establece que “el Presidente de 
la República no podrá objetar las enmiendas o reformas” (u) p h 
Constitución peruana determina que “el proyecto correspondiat# IK) 
es susceptible de observación por el Poder Ejecutivo” (“). La 6azs- 
titución de Costa Rica, tampom admite el veto total, ya 

Estimamos que limitar la facultad preidencíll a 

- 
i 

12. La Conscituaibn Política de 192s fue d f k d  por ha 
de Reforma Constituuonal hasta 1973: Ley N. 7.727 (23-It 

12.548 (30-9-1957); W 13.296 (2-S-1959); W 15.29s 
(20-1-1967); No 16.672 (2-1@1967); Np 17384 
(9-1-1971); No 17.420 (31-3-1971); Np 17.4SO ( 1  

13. cjonstihKi6n Política de Van& dc l%l, trdcpb 24 

14. constitución Política de Perú ¿e 1971, d d o  306. kh 
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nom sólo la posibilidad de formular “observaciones o recomendacio- 
nes” de parte del Poder Ejecutivo (I5). Asimismo, la Constitución del 
Uruguay establece que “las leyes constitucionales no podrán ser ve- 
tadas por el Poder Ejecutivo” (16). 

En lo que respecta al quórum neoesario en cada cámara para 
ser aprobado un proyecto de reforma, estimamos, sin lugar a dudas, 
que la Carta Fundamental por su vocaaón de estabilidad y su ran- 
go superior requiere de mayores exigencias que la ley común. Podría, 
sin embargo, estimarse que la exigencia de los 3/5 de los diputados 
y senadores en ejemao como quórum general es muy elevado (60%), 
en dación a la mayoría absoluta (51,1%) establecido en 1925. Sin 
embargo, una rápida revisión de otros ordenamientos latinoameri- 
canos exige mayor cautela en la apreciación de esta materia. Por 
ejemplo, si bien las Constituciones políticas ¿e Colombia, Perú y 
Venezuela, establecen un quórum relativamente flexible como es la 
mayoría absoluta de los miembros que componen cada Cámara, exi- 
gen, además, otros requisitos adicionales tales como la aprobación 
por dos legislaturas ordinarias consecutivas (Colombia y Perú) o el 
trámite del referéndum obligatorio (Venezuela) (I7). En este mismo 
orden de ideas, las Cartas de Costa Rica y Ecuador son mucho más 
rigurosas en cuanto establecen un quórum de dos tercios del total 
de los miembros de la Asamblea legislativa (ambas tienen Congreso 
unicameral). Asimismo, la Constitución uruguaya que admite varios 
prodimientos de reforma, exige en uno de ellos el quórum de los 
dos tercios del total de componentes de cada una de las Charas, 
además de la consulta plebisataria que siempre es obligatoria (18). 

Ahom bien, en materia de quórum estimarnos excesivammte 
d t a  la exigeda de los dos tgcios de los miembros en ejercicio en 
cada cámara para insistir en un proyecto observado por el P-i- 
b t e  de lo República ( d d o  117 inas0 @). En apnticnaP este 

- -  

quórum surge como una exigencia cquimlcn# L tos dos tercios r e  
queridos para la insismaa en la tratdtackh de las leyes comunes. 
Pero en el CBSO de estas úitimas, lor daii tercia son de los miem- 
bros presentes de ambas Charm, mientras que ultándwe de * 
formas constitucionales la exi@ a de la da t d o s  de h 
miembros en ejercicio de ambas CAmui~, A b ~ u r  IC añade, de 
mas, la posibilidad de que el Presidente p u d  mrrir al plebis- 
cito como otra opción para hacer ptewlct su &. Al respecto, 
es conveniente recordar que d mtep- weparado originalmcn- 
te por la Gomisión de Estudio de k Nutvr Usnrtinición propuso 
un quórum de insistencia mas bajo, cqui9otar# I). fas tres quintos 
de los miembros en ejercicio en cndf CBman, tatto para enfrentar 
el rechazo total, como las obsawdoner prrOtia <Id Presidente de 
la República. 

En cuanto al quórum erpednf de ks d#r tercios de los dipu- 
tados y senadores M ejercicio pan la aprobación de las reformas 
que recaigan sobre detennúisdor cppfcub de t Constitución (ar- 
tícuio 116 inciso 29) estableQdo con el propósito de asegurar M- 
yor estabilidad a materias bésicas y sustentadoras de la insti& 
d a d ,  estimamos que este objetivo pede  lograrse a mv#s de lo 
exigencia del plebiscito obligatorio cuando la reforma recaiga sobre 
des materias. La consulta a la ciudidanla es una medida muy cob 
veniente cuando se trata de asuntos fundamentales que a- d 
bien genetat y que precisan de um c~nsenso expresado direcaunarte 
por el cuerpo electoral con prescindencia de loa intereses porticrtt.. 
rcs y las conveniencias putirfufsa 

que es de fundanlcntal iipaaraar para los efectos de detcrmiiiirr 
c o n v e n i d  de esMMccar una Constitución de mayor o mamr d. 
g k .  Sc trace del &ter breve o d e s d a d o  
d En tfecto, si Lta es breve no hay incon 
Mecer un procdmim de reforma complejo MQllctiQ 
nuaS ckvrdo a a uamitaaones espechb, porquc io nJ;t 
cs 4pbc la d & d &  modificar un texto k no 
-ente y cuando surja d imporuate rwdt 
manifiesto del poder constituyente deriwda. Adcnsk, h 
aón breve deja un amfio Qmbito 8 la funcibai kgbbb 

1 
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ca una concordancia entre la constitución real y legal. Por esta ra- 
z6n, estimamos que para apreciar debidamente el conjunto de nor- 
mas hoy vigentes en Chile en materia de reforma Constitucional 
es preciso atender a los ordenamientos anteriores tanto desde el 
punto de vista de su vigencia jurídica como reai. 

Toda Carta Fundamental, en cuanto institución, pretendz sa- 
tisfacer necesidades sociales con vocación de permanencia y, preci- 
samente por tratarse de la norma de superior jerarquía, ésta debe 
estar sujeta a procedimientos que le aseguren su estabilidad y pro- 
yección en el tiempo, con el propósito de cumplir su papel de ga- 
rante de la seguridad jurídica de un Estado. Sin embargo, la rea- 
lidad política que regula es eminentemente dinámica, inestable y 
difícil de someter a fórmuias fijas. Resulta, por tanto, evidente la 
dificultad para conciliar el carácter estático de la norma fundamen- 
tal con el dinamismo propio de la realidad política que ésta debe 
regular y encauzar. No es tarea fácil conciliar la seguridad jurídi- 
ca y la estabilidad propia de toda institución -más aún trutándo- 
se de la norma fundamental- con la mutabilidad y el cambio so- 
cial. 

La necesidad de asegurar la supremacía constitucional ha con- 
ducido a la consagracion en el propio texto poiítico de procedi- 
mientos especiaíes que dificulten su modificación y que lo transfor- 
men en lo que se denomina una constitución rígida, es decir, una 
norma cuya modificación está sometida a trámites especiales y más 
mmpkjos que aquellos propios de una ley ordinaria. Y es precisa- 
mente en este punto donde surge el problema que ha debido en- 
frentar el constituyente desde el nacimiento de la Constitución es- 
crita. (Cuál debe ser el rango de exigencias que junto con asegurar 
la estabilidad de la norma fundamental y su permanencia en el tiem- 
po, permita su adaptación oportuna y adecuada a las nuevas nece- 
sidaáes que inexorablemente van surgiendo en la vida de la sock 
dad política? La respuesta ha de ser dada por cada Estado a la lirz 
de su propia experiencia histórica. Aigunas veces estas necesidsCrEes 
van tiendo recogidas convencionalmente por la conducta prktica 
áe h órganos esta&, qucdnndo luego legítimadas por la mtum- 
bre y, posteriormente, incorporPdes en la Constitución m&te la 
respasiva rrformt Tal rihuadn d en chil& am In &leg&h 

de facultades legislativas a l  Presidente de la República, práctica que 
operó desde muchos años antes de quedar incorporada formaimen- 
te como norma constitucional mediante la Reforma de 1970. 

Otras veces, la reforma constitucional se hace mxzsarh pati 
agregar al texto existente una norma que regula una situación no 
prevista en el momento de crear la Constitución. Como ejemplo 
puede citarse la reciente reforma constitucional aprobda por ple- 
biscito de 30 de julio de 1989, una de cuyas modificacidnes rea- 
yó sobre el artículo 29 inciso segundo de la Constitución de 1980, 
que introdujo normas indispensables para reguiar ia vacancia dd 
cargo del Presihte de la Repúbiica, especinlmenw la indicláón 
expresa del plazo correspondiente al término de duración dd man- 
dato del Presidente por va& y la pmhiiiáón de d e c c i h  del 
mismo, situación no prevista en el ordenamiento primitivo. 

Ahora bien, es una creencia generaiizada que una Constitu- 
ción puede gozar de más estabilidad en la medida que exista una 
mayor dificultad para inuoduQrle modificaciones. Pareciera que es- 
tabilidad y rigidez constituáonai marchasen al uníscmw. Así, suden 
citarse como ejemplo constituciones de antigua ¿am anno la de !ke 
cia, Nomega, Bélgica y, muy particularmente, In de los Es& UaL 
dos de Norteamérica. Todas ellas, en efecto, junto can gozar de una 
iarga vigencia instituaod, contienen ptocedimientos de rcsotmi 
con elevadas exigencias y ias modificaciones a que hnn sido zomc- 
tidas son más bien escasas, en relrieón a su iup. myccwrk. sin 
embargo, más aliá de Inz afwienciar, a lo mcwc en eí amo de la 
Constitución norteamericana, resulta bastante evidente que si b h  
LIS d e n d a s  hui sido escasas, -26 en 200 &OS de existencia, b 
que signüica una modificrr9ón casi cada diez años- ias adaxah- 
nes wnstituaonaies ban o p a d o  a través de la inmpmmd& j&& 
cid, especialmente aqueila que los tribunales fededes han hecho & 
aertas &posiciones con d objeto de ampliar las 
poder central. De modo que, como certersmente 
teh, los padres de la Constitución de 1787 t d í  ralnraa 
hacer hop un gran esfuerzo para reconocer su crescibú. 

A ello se agrega la ciminstaaci. de que 
te breve y en sus siete fia es extrae- 

’ 

. .  
dl0 las bases lrddxamentc fuadiwnules J 
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namiento jurídico-político norteamericano, dejando amplio campo a 
la potestad legislativa y reglamentaria. Sin duda la extensión de una 
Constitución y su carácter breve o desarrollado en una variable de 
importancia primordial y cuya consideración no debiera desatender- 
se ai momento de establecer su procedimiento de reforma. 

En todo caso, es un hecho cierto que las modificaciones se 
producen inexorablemente dentro o fuera de la vía prevista por la 
Constitución y que es preferible, por cierto, buscar el cauce más 
adecuado para su normal desenvolvimiento, siendo indispensable pa- 
ra ello tener en consideración los resultados de la propia experien- 
cia histórica. 

Por las razones expuestas, estimamos importante hacer una 
reseña previa de los proceáimientos de reforma contemplados en los 
dos ordenamientos constitucionales chilenos de mayor vigencia en 
el país: el de 1833 y el de 1925, para luego entrar al análisis de la 
Constitución de 1980. 

11. PROCEDIMIENTO DE REFORMA 
DE LA CONSTITUCION POLITICA DE 1833 

Originalmente, la Constitución Política de 1833 contemplaba 
un sistema de reforma sumamente rígido y, además, imperfecto, lo 
que le suscitó severas críticas durante su vigencia ( I ) .  

No pretendemos entrar ahora al análisis de taíes imperfeccio- 
nes, más aún cuando ellas fueron superadas mediante la ley de re- 
forma de 12 de enero de 1882. Sin embargo, es conveniente recor- 
dar algunos aspectos básicos del procedimiento originariamente con- 
templado en la Carta de 1833, tales como: a) la moción de reforma 
podía iniciarse en cuaíquiera Cámara siempre que contara’con la 
cuarta parte de sus miembros presentes; b) el quórum de aproba- 
ción en cada Cámara era las dos terceras partes de sus miembros; 
c) el proyecto de reforma podía ser objeto de veto absoluto por el 
Presidente de la República; d) antes de entrar en vigencia, la refor- 
ma debía ser aprobada por el Congreso elegido inmediatamente des- 
- 
1. vhe d rapcao, Silva Bascuñán A.: “Triua¿o de kecho Constitucio- 

nai”, tamo 111, Editorb1 Jutfdka de Chile, 1963, p. 48% 

pués. La intervención del doble Congreso estaba rcgnlir u 
tamente, por cuanto, el primero, áetermiolbn el o br urtair por 
reformarse, y el segundo, discutía y deliberh íobw irr n k a m  
por hacerse. Además, el segundo Congreso se elegía poz h ciuk 
nía sin que ésta pudiera conocer el sentido de la reforiri. pwrrx, 
que simplemente se le enunciaba el número de los irticulos quc c 
había resuelto modificar. Los vaáos e imperfecciones del sistema b 
hicieron poco operable y, prácticamente, la única donna de ipa- 
portancia tuvo lugar en 1874. Posteriormente, la enmiPnAI de 18112 
recayó precisamente en el procedimiento ck reforma de la coesri- 
tución, el que quedó establecido en los t’ elminos que - 
continuación. 

El Capítulo XI, artículos 156 a 159, señalaba que Ir0 refomm 
podían “proponerse en cualquiera de las cámans” y no podirn VCF 

tarse sin la asistencia de la mayoría absoluta de los miwabroar de 
que se componía cada Cámara (artículo 156). Sin embargo, la apm . 

bación misma de un proyecto de reforma se regía pot 1ps + &i 
neraíes de la formación de las leyes. 

dente de la República, quien podía solamente 
‘“para proponer modificaciones o correcciones a 
dadas por el Congreso” (artído 157). 

badas en cada Cámara, estando 
miembros, por los 2/3 de los 
devolvía el proyecto al Presidente para su 

por el mismo quórum indicado en el 
to se devolvía en su forma primitiva 
gación. 

dias por el Presidente y no insistiesen por mayoría ck ks  do^ wl. 
cios en las otras refomas, se tendrfan por apmbdas sdb rpudlrr 
en que había acuerdo dd h i d e n t e  y de 1ps 

Finalmente, Irs rrfdhmps asf a- 
segunda etapa que implicph una especie 
efecto, el Prakkntc ttm meses antes de 

~ 

- I  

. 

Aprobado por ambas Cámaras, el proyecto 

Si las moáificaciones que el Presidente pmpwkti 

Si las modificaciones eran &azadas y 

Si las Cdmaras sólo aprobnsen en pa& 

_ - ~ - -  - - 
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m e n t h  debía publicarlas para los efectos que la ciudadm’a las co. 
d e s e  antes de la elección del nu Congreso, toda v e  que &e 
deMii, por disposición.~titucionril, ratificar las reformas aproba- 

d m i c n r o  de re 

a m& una pre- 
tivo no d l 0  por 

forma de 1833 pnoaitribe las siguientes características: 
1. Después de la reforuia de 1882,‘d 

dominracir dcl órgano le!gislaUvo sobre el 
la posibilidad del Jefe de Estado limitada únicamente 
scrvacioncs para proponer modificaciones o correcciones, 
do ar ningún caso,opone!rsc ai proyecto aprobado por las Cámaras, 
sino que por el elevado quóxum exigido a las Cámaras para ipm 
bar las obscnraa<wes pnrciaies que formuiara el Presidente. Aaimt- 
mo, las reformas se podían proponer, discutir y votar en las sesia- 
nes extraordinarias del Gngmo sin necesidad de ser incluidas ai 
la canvocritoria del Prcsidmte de la República. Además, la exigen- 
a a  de aprobaaón por dos Congresos sucesivos favorecía las prem 
gaavas pulunaitarias. 

2. Ante la ausencia de ducrtpencia cnttr ci Conpeso y d 
presidente de la Repllblicr, el quórum para aprobar una donna  era 
k misma mayoría que se requeda ppn k apmbaci6n de una ley or- 
dinaria, siempre am la asistencia de la mayoh absoluta de los misa- 
bnn & que se componia cada Gímara. 

3. El qubnim oe tlcvrbr cnnsidupblemmac CuBlKfo no csistra 
mtreeik 

&in0 +rim d Emti-, Ir Consti& &-d 
rcuado alae los brgrnos. En eftcro, 8ntc ditanpuLars - 
=uudomtnificMa de&, arnMCciend0 eltgltkum ¿e do8 
Qar kltx micmbpw pnrsentamada clmun, dd8eaiaaestrc per* 
amtea lo meaw k mryodr aboíuta de los ba;arbra & aka 

. -,-pirr.laokrkr- d d E j h h i - :  

. 

que no podía sa inferior a la mayoría absoluta dd t d  de micm- 
bros de que se componía cada Chata. Gbe idiplnr que la ntifi- 
cación de la Reforma por un segundo coaet.c#> no era atriiaón 
facultativa dtl Presidente de la Reptiblicp, WO gnc constituía un 

ro india0 de lo predominancia cid órgano kguktivo ai el sistema 
de reforma que henm reseñado. 

aprobación de cuatro reformas constituci&, corrcspondicntcs 8 

los años 1888, 1891, 1892 y 1893. Sin embergo, k excesiva difi- 
cultad de su procedimiento constituyó una dc Iar m de que ea 
1891 se estableciera de hecho el r é g k  parlmicnCptE0 y que fi- 
naimente se le sustituyera por la Carta P o U b  de 1925. Como sc 
ñai6 Guerra, “la Constitución de 1833 que fue pur lil tiempo una 
obra maestra del buen sentido y del patriotismo, se dcrnimb6 en 
1891, y en 1925, por la excesiva &&z de hs dhpd5ones en 
establecidas para reformarla. Le rígida extrema fue &dable para 
la primera época de su vigencia, cuando la niprenu necesidad era 
mantener la estabilidad de la Constitución y del Gobierno dc Chi- 
le, para no caer en el estadoca&tico de loc demás países de Ir Amé- 
rica española. Pero, una v a  I f i d  d orden y Ir crubilidrd 
política, esa misma rigidez se convutió en un grave inconwaiente, 
por cuanto dificultó reformas neesarh(3. 

trámite obligatorio porn cuplswr rdotmi. Ello, era tpmbitn un dr- 

Este complicad0 SiStemn fUC -0 8 pad>, m&tC k 

En 1925 se &id un cambio dtestico en au matah, 
lwionándose hacia un sistema mucho más flexible que, dade 
climinó la intctvcnaón de los doe Gmgresor d v m .  

La Constitución Política de 1925 dorrinrk d 
tículos 108 a 110) a rqdu d pnicedimirato de rrboniu 
a d .  Cabe rendar que la Leg 17384 apmbaaxh &% 

I - 
2. Guükmio Gum= “&a- 

da cbik. r929, @ ML. 
I 
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Constitucional de 1970 introdujo algunas modificaciones al Capí- 
tulo X, las que reseñaremos en su oportunidad. 

En principio, éste se desarrollaba conforme con las siguientes 
bases generales: a) Los proyectos de reforma debían someterse a las 
mismas tramitaciones de un proyecto de ley, salvo las excepciones 
señaladas en la propia Constitución. En consecuencia, una reforma 
podía ser iniciada igual que m a  ley orhar ia  por mensaje del Pre- 
sidente de la República o por moción de cualquiera de los miern- 
bros del Congreso Naciond; 6) El quórum exigido para la aproba- 
ción de un proyecto de reforma era la mayoría de los diputados 
o senadores en actual ejercicio; c) El poder constituyente derivado 
estaba radicado en ambas Cámaras del Congreso, en el Congreso 
Pleno, en el Presidente de la República y, eventualmente, en el 
cuerpo electoral cuando éste here convocado a plebiscito por el 
Presidente de la República. 

El procedimiento mismo debía desarrollarse sobre la base de 
exigencias relativamente simples, lo que permitió calificar ai  texto 
fundamental como una Constitución semiffexible. 

La primera exigencia que el artículo 108 establecía al proce- 
dimiento de reforma era el quórum exigido para la aprobación de 
un proyecto. Mientras la aprobación de un proyecto de ley ordina- 
ria requería la mayoría de íos miembros presentes en la sala (3), un 
proyecto de ley de reforma constitucional necesitaba “para ser apro- 
bado en cada Cámara, el voto conforme de la mayoría de íos dipu- 
tados o senadores en actual ejercicio” (artículo 108). 

La “mayoría” exigida era la mayoría absoluta, es decir, la que 
cuenta con más de la mitad de los diputados o senadores en actual 
ejercicio. 

El cmcepta de miembro en “actual” ejercicio de sus funde 
nes comprende a todos los paríament&os que se hubiera inoorpa. 
rado ai Congreso y prestado d juramento o promesa de estilo, ap 
duyenáo B íos que cstuviepon ausenta del territorio de la Repifbü. 

I 
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ca, con o sin permiso, los que tuvieron aceptada su renuncia ea d 
momento de hadir la votación en su cámara tespactiOr y> e v k k ~  
temente, los que hubieran failecido (4). 

Sesenta días después de aprobado cl f#ayeer~ por las clmii- 
ras éste debía ser votado por el Congreso Pleno en su& pbwcr, 
sin previo debate y con asistencia de h mayorla dJ total de IPI 
miembros (5). 

Enseguida, el proyecto que aprobase el Coqrao debla pua 
ai Presidente de la República, quien 210 podia en cuo risur#, rt- 
chazarlo totaímente, sino que, igual que durante la vigencia de la 
Carta de 1833 a contar de la Reforma de 1882, ‘‘proponer morK- 
ficaciones o correcciones” o “reiterar ideas contenidas en el menrrir 

cuenaa, el alcance de las atríbucion& dei Presidente en eiu mate- 
ria eran las siguientes: a) No cabía un veto suprcsivo total d pscic 

éste reiterara ideas contenidas en d mensaje o en 

correspondía el veto sustitutivo parcid o totd 

“modificar o corregir”, siendo d veto más au 

- 
4. Guerra, J& Guillcrmo, ob. at., p 525. 

5.  Gnrto cn lu Aotu que don Wcm zlñu 

eae modo no e rpmborh jamb uoa rdormr. V&se 
bmo IK p. 492. 



304 

Manía mediante un plebiscito en determinadas circunstancias. Ca- 
be recordat, que esta norma jamás pudo operar en la práctica de 
acuerdo con Ia breve redacción del texto original de 1925. El pre- 
cepto fue considerablemente ampliado ea la Reforma de 1970 esta- 
bleciéndose la proceden& de la consulta plebiscitaria en los siguien- 
tes cñsos: a) cuando un proyecto de reforma constitucional presen- 
tado por el Presidente fuere rechazado totalmente por el Consrp 
so; y b) cuando las observaciones formuladas por el Presidente hu- 
biesen sido rechazadas total o parcialmente por el Congreso. 

Si el Presidente no ejercía esta atribución dentro de los 30 
días siguientes a aquel en que se le hubiere rechazado el proyecto o 
las indicaciones, debía pnxederse a la promulgación del proyecto 
aprobado por el Congreso. 

La disposiaón incluía una limitación ai pleóiscito en el sen- 
tido que esta facultad no podía ejercerse respecto de enmiendas ten- 
dientes a modificar las normas sobre plebiscito prescritas en d mis- 
mo artículo (artícuio 109 inciso segundo). 

Finalmente, el pmxpto constitucionai contenía los plaza y 
formas de convocar ai plebiscito con la respectiva participación del 
Tribunal Calificador de Elecciones (artículo 109 incisos 3*, 40 y 50)). 

8% de interés recotdar que la Reforma de 1970 i n d u j o ,  a& 
más, una referencia expresa a loa partidos políticos en el sentido que 
la ley debía garantizar “a los partidos políticos que apoyen o fc- 
cham el proyecto o las cuestiones en desacuerdo sometidas a .PIC 
bUato, un acceso &ente a los diferentes meáios de publicidad 
y dism en los c~sos y dmm de los límites que ella señale, Ir 
gratuidmd de dicha publicidaá” (artículo 109 último inciso). 

EU sfntesk, el p d t o  de k Cpttr de 1925 e r ~  da- 
tm#nte d i  más simple que d CoLltemplfdO en d b- 
mint0 que lo prradió. se rdviacc Siempre, sin embpi.go, el rol pre. 
dominante del órgano legislativo sobm d Ejrmtirm por Ir facilidad 
que nepnsaitp la cxigaxh dc un q u h m  rrktivamcnrc hajo pur 
imcinrreformnryporkimpoiibrlidd O *  dcl Presidenrc pup oponer _.  _. ;“ 

. . I < -  
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IV. PROCEDIMIENTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL 
DE LA CONSTITUCION POUTICA DE 1980. 

a) Antecedentes de la Comisión de Estudio 

de la Nueva Constittuión: 

Durante las xsiones dcstinirlnz d a y eldnxmh - iQ 
Constitución Política de 1980, la Comidn de Esdías c)irrmrruu 
a don Jaime Guzmán la prtparrci6n de las rrlrtmir 
a la reforma ¿e la Carta Fundnmental. La propoaiaóa prrscwdi 

* ’ por orientarse brcio d aabki- por el comisionado se caracmm 

. 

(3. 
. .  

miento de un sistema de mayor rigidez carisaaiamrl 
En &o, el señor Guzmán, junto señalar que era LYXP’ 

nitiva se resuelva sobre la tramitación de la ley8 sc 
de que el proyecto de tefonna cwistituciod s a  
voto conforme de los tres quin= de Bob mirm)aa 

hasta ahora de simple mayoría y accsivamcntc dtm d 

Estima el señor Gunmán, indispensab€e hacer un pap ads 
la reforma de k Gnr Fundpmcllul, por cumto kr sisranr 

h8eu rhorri, que rigieron respecto de Irt caartituciaoa 
33 9 1925, fucron siendo cada v a  mk flcpbles J 
p M a ,  i hrnrsc amailprrr i los de k tnmitiqQ 



. .  
. .  . -  <, . . , 

, .  
. .. 
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veto, en tcrminos similares a lo que estaba consagrado, sugiriendo 
revisar la actual prohibición que pesa sobre el Jek del Estado pa- 
ra rechazar en su totalidad el proymo aprobado por el Congreso 
Pleno. 

seclara no advertir fundamento valedero alguno pata i m p  
dir que el Presidente de la Repiibiica haga uso de esa facultad, si 
el proyecto le merece una objeción global y completa, máxime si se 
atiende a que Csta puede consistir apenas en una frase y, por lo tan- 
to, no ser susceptible de rechazo parcial. 

Las referidas proposiaones fueron compartidas sin reservas 
por los miembros de la Comisión. Por ejemplo, el señor Gumona 
concordó particularmente con la exigencia de una votación de tres 
quintos, la que consideró suficientemente alta para determinar la 
Coliveniencia de una enmienda. Sugirió además, la incorporación de 
una disposición para establecer que las bases institucionales de la 
Repúbiica no pueden ser objeto de modificación sin un trámite pre  
vio de consulta a la Nación. 

En relación con el quórum, el señor Bertelsen se declaró par- 
tidario de elevar la exigencia a dos tercios de los diputados y se- 
nadores en ejercicio y la posibiiiad de que, en caso de que el Pre- 
sidente de la República no lo reúna, pueda convocar a plebiscito. 
Funda su proposición en In conveniencia de establecer un quórum 
que indique con certeza que existe un convencimiento de los repre- 
sentantes acema de la nmxsidad de reformar la Carta Fundamend. 
Sin embargo, mxmotx que dos atgumentos dan fuerza a la opinión 
partidaria de h tres quintos: primero, que si la Constitución tea- 
drá d c t a  semidcsarroiiado, será preciso efecniarle cada áuto 
tiempo aáaptaciones, las que quizas no puedan llevarse a cabo en 
el instante oportuno ai exigirse un quóm de is texcios; y segun- 
do, que el estahleamiento de este quórum podrá & pie para impu- 
tar alos miembros de in comisida el propósito de e s u u c ~ u  unn 
Om F u n d n m d  rígiáa, que nunca podrá modikam , b q = n o  
er ciato, pua, tiempn q& la dida dd plebiscita 

Por su puse, d sefíorGuplljnetinx5 queun spsntm supe 
tior a lor 3/5 podas ux!a!ntrar Eerio#ncir en in opiaih púólica y 
amkkmae axno un intento prn impcdit d fiujo oeiardtu9oarl 
p6fdor. lo q= padrii sigdicu un incofiao a l  #s#mr 0ne;inrt de 

,. .. 
, ... . , . ,  . 

. . < ' '  
- .  . I- .. 

la Carta de 1925, que ertdlech le mayorfa ~bSoIut0 de bm 
bms de ambas runas CII ejcrricio. 

En relación con la idea propuata por el sáíor  Cmmm C(F 

brc in írrcformabiíidaá & ha besu de ia instituaadi&á rin COIL- 
sulta ciudadana previa, la Gxnisión d acogerla y as1 lo hizo 
efectivamente en el antepnryccto definitivo pcff, d h d o  la Ilráok 
mabilidad exclusivamente a la norma contenida en d d c u l o  11 in- 
ciso 2 del Acta Gnstitudond NO 3, k que p#tcrlaarraite ofisind 
el artículo 80 de la Constitución, hoy derogado. 

cierta unplitd el b 
ce del plebiscito para subrayar el car* innovador de la fpcolud 
presidencial para CW~VOCIU~O, como un medio dirigido a dctrect ullt 
reforma constitucional en cuya sprobación el Congreso haya ids- 
tido por los 3/5 de sus miembros en cjerkcio y que no cuente OOIL 
la aprobación del Presidente, o vicxversu, en el caso de que el Prr 
sidente dese la reforma y no cuente con el quórum plrrmaiutio, 
pudiendo obtener la reforma por la vía del plebiscito. Sin CSM f, 
cultad tendria que rillarirure a l  criterio del Congreso. 

comi- 
rión de Estudio se ccnmron en tomo L h mplitud del q- 
de refornu; a la necesidad de pracnw e t a s  instituciones b k b  
consagrando su WefOtmaBilidod, y la predomiiwicie del E@ 

También la Comisión -ti6 

En síntesis, los principales apeetos &U& 

vo a través drlvem ~ I I  dc kfocultaá de convocar a ccxmh 
pPcbircitprio. 

b) Proedidento de Reforma de la Constitm*&n de 1980, aJn 
pie&s¿to de 30 de @ti0 de 1989: 

Las ideas expresadas por los miembros dc h 
tudio sobre la materia que PIIpliz- Qucdanw 
expuestas en el Capítulo XIV, artfdtm 116 
Fundamental de 1980, sin perjuicio de jeUrrar 
coprados posteriormente por el Canyo ¿e PWriBcr' 
de Gobierno. 

d e r d o l m a , ~ p # m c n r r j c o p a t  
En primer lqar, cl utlcuro 116 



. -  

gilcao Plum, reunido en ocgi6p3 pfblica oin debate previoy CUI1 asis- 
-da k inryork dd mrd de oiu InicmbnoE. 
r* ;LI  6 Smqpid4 61 pwccto parr al Presidente de la República pa- 

- 
* g\& *** I3e, =.- ~ P P ,  donde el p d m t o  h te- 
*,= aparta nomrhmte de la Carta de 1925 -am& del quó- 
iirnr.gi 4?m&nd+ por kr attkámes que se le otorgan ai Pre- 
& W e  Q k ¡kpSóih cm rrkciáai cm ei proyecto apmbado por 

En &to, éste puade: a) rechazar totalmente el p w  
b) affhurlo pudmente; y c) recurrir ai plebiscito como 

pdmr opCb h t c  8 UM diDcrepnncirr con el Congreso Naaond 
- *-baya podido superme o través de los qwrums de insisten- 

G n p s o  insists por los dos tenios de los miembm en 
en d a  cidmora, el Presidente tiene las mismas dos opcb 
1 caso rntuior: promulgar o convocar a plebiscito. 
-&ea, h obrcrprcrana PprQaks hechaf. por el Pmi- 
un prqmcto aprobado por el Gngteso se entienden 

p finalmente, si las h s  no 

haw réformn mnstituaonal. 
exígi¿os alasCámaras para 
Pmidmte se fuuon elevan- 

las facultades del Presidente de la República, 

concumncia conjunta de ins voluntades deí Pnside~tc 

sejo de Estado him extensivo el doble cangteso 9610 para 
el Capítulo I de lo Gmtituaón, pero la Junta de Gobi-o 
pró, a d d s ,  las capfdos VJI, X y XI. 

El artículo 119 establece las normas que regulan la 
tona a pIebisato y la intervenaón del TribUad'GUicadd 

La conveniencia de establecer m a  iIyOnsti- rleridp 
yores e&enCias parir proceder (1 su relwma-qued& 
presada ui las Actas de )e comisi6n de Esnidio de 

rada d m t e  el estudio posterior del anaeptoapcca~ en .d: 

siado complejo, de difícil aplicaoón y a 

. . ~- .. ; 
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c. Sintesis de las principales proposi~ones de modificación ai 
sistema de reforma de la Constitución de 1980: 

Frente a la realidad descrita y al debate inminente suscitado 
a nivel nacional a contar del año 1988 en tomo a la necesidad de 
introducir reformas a la Carta Fundamental, las diversas corrientes 
políticas, partidos y profesores universitarios ( 9 )  elaboraron propo- 
siciones de reforma de la Constitución de 1980, que fueron deba- 
tidas y presentadas a la opinión pública antes del plebiscito del 30 
de jdio de 1989. Entre tales proposiciones se contemplaron diver- 
sas alternativas orientadas a flexibiiizar el procedimiento de refor- 
ma de la Carta Fundamental(lO). Así, se debatió en tomo a i  quó- 
nun exigido a cada Cámara legislativa para aprobar un proyecto de 
Reforma, sugiriéndose, al respecto, la mayoría absoluta de los dipu- 
tados y senadores en ejercicio. También se suscitó debate sobre la 
posibilidad de eliminar el veto supresivo o rechazo total del Prcsi- 
dente de la República a un proyecto de reforma, y, en caso de no 
eliminarse, se propuso rebajar el quórum de insistencia de 3/4 a 
3/5 de los diputados y senadores en ejercicio. Asimismo, se sugi- 
rió tebajar el quónim de insistencia de las Cámaras frente a las 
observaciones del pmyccto por parte del Presidente de la Repíbli- 
ca de dos tercios de los miembros en ejercicio en cada &ara a 
la mayoría absoluta de ambas ramas del Congreso. Con el prop& 
sito de atenuar las prerrogativas presidenciales, se propuso que las 
&endones del Pmidente rquiricsen para su aprobaaón de los 
tres quintos de lo6 rnianbror en ejercicio en ambas ramas del Con- 
greso en VQ: de In mayoría absoiuta. Todas las Comenter polrtiw 
esz~vieron cvntestes CII indicmr ia sugtc%ión del mecanismo tJpcdnt 
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de rdorma establecido para modificar lu facultades PrcJSdeacirkr 
y parlamentarias y subordinar ups materias ú procedrmiento  US 
ral de reforma de la Gmstinrción. Además, ne paopuio mantcna d 
sistema especial de reforma para alguna crpfutor de la Gmtitu- 
aón incorporando a éstos el Capítulo I11 derente e hs Darebor 
y Deberes Constitucionales y el CapftuI~ XXV relritivo al  proacdi- 
miento de Reforma y excluyendo los Ceplnrior VI1 y X relativa 
al Tribunal Constitucional y a las FF. AA. de Orden y S q t d d  

Finaimcnte, también hubo proporiQda ea cuanto a la climi- 
nación del trámite especial de la aprobocidn par dos G ~ R S O S  SU- 
d v a s  para determinadas mat& ( d o  118 b c b  2) @, O bo 
menos, rebajar d quórum en estor cas00 de 213 I 315 de 10s d@ 
tados y senadores en ejercicio. 

d. Procedimiento de Reforma de k Conrtiraindn P- & 
después del plebiscito de 30-VIf-2989, cwfome 6 h &*; 
Reforma W 18.825 de 17 de o g o s ~  de 2989: 

Como consecuencia d~ plebiscito e~ tt;f jutiI 
de 1989, convocado por Dccrcto Supremo No 939 de 16 de iyni0 
de 1989, la ciudadnnfa manifestó au aprobación a las teformir anm 
timaonales introd& por la Junte ¿e Gobierno. 

Como sobemos, las rcfonnrt e fruto dci corsaw a h -  
zado sobre la materia entre cl &kno y las diferentes - .. 
políticas naciodes (11) y une de dlpr contempló la modlfiQiLsbL 

ia Carta de 1980 el que, en definitiva, qucdó q d d ~  a~ h 6rc 
del rlgido ppoadimiento de refomla ~ t i t u c i o n r l  es* m ,"  

d ma establecida en 1asÑ.os 49, 50, 51 y 52 dd udculo $nicx, . -. 


